DENUNCIO HECHOS. PIDO INVESTIGACION. 

Señores Síndicos:

Luis Alejandro Rizzi, abogado, por derecho propio, constituyendo domicilio legal en  la calle PARAGUAY 2302, piso 19 of. 5, en los autos “AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. s/ concurso preventivo Expte Nº 82880” en trámite por ante el JUZGADO NACIONAL DE PRIMERA INSTANCIA EN LO COMERCIAL Nº 15, Secretaria Nº 29 Sec. AEROLÍNEAS ARGENTINAS, a los señores Síndicos digo:

1.1.  
DENUNCIO. SOY ACREEDOR DE LA CONCURSADA. ACREDITO INTERÉS LEGÍTIMO y DERECHO SUBJETIVO.

1.2.  
Que soy acreedor de la concursada con la categoría de PRIVILEGIO GENERAL por la suma de Pesos 31.004,07, y en tal carácter y teniendo en cuenta lo resuelto por la Jueza interviniente a fs. 30.134 vengo a denunciar la realización de diversos actos llevados a cabo por sociedades dueñas del paquete accionario de INTERINVEST S.A., a su vez propietaria de mas del 92,5% del paquete accionario de la concursada, solicitando se proceda a su investigación y su posterior declaración de nulidad por violación a lo dispuesto por el art. 16 primera parte de L.C., teniendo en cuenta lo dispuesto pro el art. 17 de la misma ley.

2. HECHOS.

2.1. 
Que en el suplemento económico del diario “LA NACIÓN” del pasado domingo 2 de junio, se ha publicado un reportaje al Sr. ANTONIO MATA, Presidente del Comité Ejecutivo de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. y delegado de AIR COMET S.A. ante una pregunta formulada por el periodista que realizó la entrevista en el sentido de si “LA SEPI SIGUE APORTANDO PLATA” , el Señor MATA contestó:

“No.”; “...La SEPI es vendedor y tiene que pagarle al comprador sus platos rotos. Desde que nos hicimos cargo la SEPI no ha aportado nada de dinero a AEROLÍNEAS. Sólo ha incorporado dinero al comprador para que pague pasivos de ellos. ...”.

2.2. A su vez En la pagina web (www.sepi.es; o bien www.sepionline.com) de la SOCIEDAD ESTATAL DE PARTICIPACIONES INDUSTRIALES – SEPI -, ex propietaria de la mayoría del capital accionario de INTERINVEST S.A. se puede leer una información de fecha 23 de mayo de 2002 que a continuación transcribo:

2.3. “ SEPI ha cumplido compromiso desembolso con Aerolíneas Argentinas 

La Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) ha reembolsado a Aerolíneas Argentinas (AA) todas las cantidades estipuladas en el contrato de compraventa firmado con los nuevos propietarios, el consorcio Air Comet (Air Plus, Spanair y Marsans),el pasado mes de julio.

Fuentes de la SEPI informaron hoy de que según el contrato de compraventa la sociedad estatal debe aportar 548 millones dólares distribuidos en distintas fases, y que ya fueron entregados 300 millones de dólares para cancelar parte de los pasivos de AA.

Tras esa entrega, el importe restante está destinado a cubrir necesidades operativas futuras de la compañía, condicionado a la correcta aplicación del Plan Industrial por el comprador.

El presidente de AA, Antonio Mata, declaró ayer, en conferencia de prensa que la SEPI debería aportar nuevos fondos para cerrar la venta de Aerolíneas, y que esta cantidad sería "importante", aunque todavía no estaba cuantificada.

A juicio de Mata, esta aportación de la SEPI correspondería al denominado "balance de transferencia", y serían las partidas imputables a la sociedad estatal en el periodo establecido entre el 31 de julio de 2001, cuando se cerraron las cuentas a efectos de venta, y el 17 de octubre, día en que efectivamente se produjo la transferencia a los nuevos dueños.

Para la SEPI, el contrato firmado contempla, como ocurre en cualquier venta de una sociedad, unos pagos por parte del vendedor por posibles contingencias y por diferencias surgidas por el propio funcionamiento de la empresa.

Actualmente, se está procediendo a evaluar las diferencias y determinar los pagos que procedan, tal y como establece el contrato de compraventa. 

2.4. Como los señores Síndicos podrán advertir, hay un hecho cierto, la SEPI ha entregado dinero a los nuevos propietarios de AEROLÍNEAS AERGENTINAS S.A. para que paguen pasivos de este concurso.

2.5. Antes de continuar digamos que el CONSORCIO AIR COMET S.A., INTERINVEST S.A. y AEROLÍNEAS ARGENTINAS constituyen un modelo de integración y concentración empresaria vertical, según la explicación de RAFAEL M. MANOVIL en su libro “GRUPOS DE SOCIEDADES” pag. 65 y 87, a las que me remito en mérito a la brevedad.

2.6. La pregunta que debemos hacernos es bajo que pautas y bajo que condiciones se debían cancelar esos pasivos, ya que como mínimo se debían respetar las normas contenidas en la LEY de CONCURSOS, a la que el propio estado español decidió someter la suerte de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A.

2.7. Sin embargo, hemos podido advertir que los nuevos socios de INTERINVEST S.A., la sociedad holding propietaria de la cesatus, han vulnerado de modo grosero y alevoso el art. 16 de la ley de concursos alterando la igualdad de los acreedores, con el hecho además agravante y demostrativo de su desaprensión al mantener intangible el pasivo de la concursada.

2.8. En efecto, ABN AMRO BANK, CITIBANK N.A. y el BBVA han percibido el 100% de sus créditos, salvo los intereses que continuaron en el proceso de verificación, según las constancias obrantes en estos autos a fs. 24.282, 24.299 y 24.291 y resolución de fs. 28.370.
2.9. Ahora bien, esos pagos fueron hechos por el consorcio “AIR COMET S.A.” (adjudicatario de INTERINVEST S.A. e integrado por AIR PLUS, SPANAIR y MARSANS), que a su vez se ha subrogado en los derechos de los tres bancos, con lo cual el pasivo de la cesatus se mantiene “intangible”.
2.10. Como los señores síndicos pueden advertir, el consorcio “AIR COMET” es el nuevo propietario de AEROLÍNEAS ARGENTINAS según se desprende de la propia información suministrada por la SEPI, transcripta ut supra y acompañado a la presente debidamente certificada por Escribano Público.
2.11. Según la información suministrada por la SEPI se le pago al consorcio “AIR COMET” la suma de dólares QUINIENTOS CUARENTA Y OCHO MILLONES, habiendo sido entregados dólares trescientos millones “...para cancelar parte de los pasivos de AA.…”.
2.12. El resto de la suma, es decir la diferencia entre los QUINIENTOS CUARENTA Y OCHO millones y los TRESCIENTOS millones, se debían destinar “...a cubrir necesidades operativas futuras de la compañía, condicionado a la correcta aplicación del PLAN INDUSTRIAL por el comprador...”.
2.13. Habiendo la propia SEPI presentado en concurso preventivo a AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A., va de suyo que debemos suponer su pleno conocimiento de la legislación argentina y en especial de la ley 24.522, de donde la única forma de cancelar legítimamente parte del pasivo de AEROLÍNEAS lo es en los términos de la propia ley respetando la igualdad de los acreedores.

2.14. Pagar como en este caso el capital a los tres bancos, recurriendo al “ardid” de subrogarse en sus derechos, significó violar con total desaprensión el art. 16 de L.C., lo que deberá hacer pasibles a los administradores de la cesatus de la sanción prevista en el art. 17 de la L.C.

2.15. Como veremos más adelante, cuando la SEPI inicia un proceso de privatización debe respetar algunos principios que le fueron impuestos por el VICEPRESIDENTE SEGUNDO DEL GOBIERNO Y MINISTRO DE ECONOMÍA Y HACIENDA Y DEL MINISTRO DE INDUSTRIA Y ENERGIA, EL CONSEJO DE MINISTROS del REINO DE ESPAÑA, esos principios obligan a respetar “...la publicidad, la transparencia...y salvaguardia y defensa de los intereses patrimoniales del Estado, Protección de los intereses de accionistas y terceros...”; como los señores síndicos podrán advertir ninguno de esos principios han sido respetados por lo menos por el consorcio “AIR COMET”, lo que lo hace pasible de la sanción del art. 17 de L.C.

2.16. Los intereses de los terceros, en este caso los acreedores del concurso han sido vulnerados, ya que a los tres bancos mencionados se les ha pagado el cien por cien del capital insinuado y luego verificado, mientras que los acreedores restantes, de igual categoría, es decir los quirografarios, seguramente deberán soportar no sólo importantes quitas sino también largos plazos de espera.

2.17. Como hemos visto, la subrogación invocada por el consorcio adjudicatario “AIR COMET” en realidad ha sido una simulación ilícita con la finalidad de realizar un acto fraudulento.

2.18. Veamos; el art. 957 del código civil dice que “La simulación no es reprobada por la ley cuando a nadie perjudica ni tiene un fin ilícito”; a su vez el art. 961 dispone que “Todo acreedor quirografario puede demandar la revocación de los actos celebrados por el deudor en perjuicio o en fraude de los acreedores”

2.19. En el caso de autos, la subrogación operada y denunciada en este escrito, constituye una simulación ilícita, para alterar la igualdad de los acreedores quirografarios, lo que es fácilmente demostrable, ya que la SEPI adelantó al consorcio “AIR COMET” TRESCIENTOS MILLONES DE DOLARES “...para cancelar parte de los pasivos de AA...”

2.20. Asimismo, sería aplicable el art. 54 de L.S., en cuanto obliga al controlante “...que aplicare fondos...de la sociedad a uso o negocio de cuenta propia o de tercero está obligado a traer a la sociedad las ganancias resultantes, siendo las pérdidas de su exclusiva cuenta.” Y el daño ocasionado debe ser reparado.

2.21. En el caso, debe ser disminuido el pasivo de AEROLÍNEAS y debe prohibirse a AIR COMET S.A. votar la propuesta de pago de su controlada AEROLÍNEAS.

2.22. Es obvio que “AIR COMET” recurrió a la subrogación para realizar un acto prohibido por el art. 16 de L.C. y por el art. 43 de L.C. en su nueva redacción, es decir alterar la igualdad de los acreedores quirografarios. Es obvio que la subrogación es un acto simulado, ya que el REINO DE ESPAÑA le hizo entrega al consorcio “AIR COMET” de TRESCIENTOS MILLONES DE DÓLARES para cancelar parte de los pasivos de la cesatus.

2.23. Es obvio que los pagos había que realizarlos de modo que pasaran inadvertidos para los restantes acreedores, lo que se hubiera logrado si en vez de “AIR COMET” los hubiera hecho un tal Fernández…, pero al modo del mejor cuento de gallegos, los hizo la propia deudora, ya que “AIR COMET” es la controlante no sólo de INTERINVEST sino también de AEROLÍNEAS ARGENTINAS en los términos del art. 33 de la ley de sociedades.

2.24. Lo anterior significa que para acreditar la simulación ilícita basta con recorrer las fojas antes individualizadas.

2.25. En este punto creo oportuno remitirme al análisis de MANOVIL (op. Cit.) en cuanto a la LIMITACION DE LA RESPONSABILIDAD EN LOS GRUPOS DE SOCIEDADES, tema analizado a partir de la pag. 563, y específicamente pag. 622, pero recuerdo la propuesta de ENGRACIA ANTUNES, transcripta en la pag. 623 “La sociedad madre será responsable por todas aquellas deudas de sus sociedades dependientes derivadas de una o varias decisiones empresarias adoptadas bajo su control. La primera tendrá la carga de probar si las decisiones empresarias se originaron en su propio control o fueron adoptadas autónomamente por las últimas”.

2.26. No obstante, esta cuestión tiene otra arista ya que el consorcio “AIR COMET” de cuya “rapidez” ha dado sobradas muestras el Señor MATA, mediante la subrogación ha mantenido intangible el pasivo de AEROLÍNEAS, pero ello significó malversar fondos entregados por el REINO DE ESPAÑA que tenían una finalidad especifica.

2.27. Pero el inefable ANTONIO MATA RAMAYO, en el reportaje publicado por el diario LA NACIÓN el 2 de junio pasado, expresamente ha reconocido que la SEPI “...sólo ha incorporado dinero al comprador para que pague pasivos de ellos...”; lo que parece ignorar el señor MATA  RAMAYO es que a partir de la “compra” del paquete accionario de INTERINVEST S.A., los pasivos de AEROLÍNEAS deberán ser asumidos por los actuales accionistas que deberán realizar aportes de capital para hacer viable a la ahora cesatus.

2.28. ANTONIO MATA RAMAYO, actúa a su vez como delegado de la sociedad AIR COMET S.A. y fue designado en el acta fundacional de la misma, según consta en la certificación obrante a fs. 24.304. No queda duda alguna MATA RAMAYO funcionario de AIR COMET S.A. es la misma persona que se desempeña como Presidente del COMITÉ EJECUTIVO DE AEROLÍNEAS ARGENTINAS.

2.29. Queda claro que la subrogación constituye una burda simulación para alterar la situación de los acreedores quirografarios beneficiando a unos pocos y perjudicando a los restantes y vulnerando asimismo lo dispuesto por el art. 43 en su nueva redacción dada por la ley 25.589.
2.30. Sin embargo, en el incidente 85.214 de pronto pago promovido por CARLOS ALBERTO ALMEYRA la cesatus resiste la pretensión diciendo que el pronto pago pedido generaría “...un grave desequilibrio en el patrimonio de la empresa y un atentado a los derechos de los demás acreedores...”. Cuando se trata de pagar, a modestos acreedores laborales la cesatus muestra su preocupación por los demás acreedores, pero AIR COMET S.A. le ha pagado a tres bancos menoscabando el derecho de los demás acreedores. AIR COMET S.A. es en definitiva la controlante y elaboradora de la voluntad social de AEROLÍNEAS a través de INTERINVEST S.A. Finalmente agrega que para hacer ese pago debería vender activos, lo que esta prohibido por la ley de concursos. (sic)

2.31. También es posible que AIR COMET utilice el poder que le pueden dar los CIENTO NOVENTA MILLONES DE DÓLARES pagados a los tres bancos, para decidir la suerte de la propuesta de pago a los acreedores quirografarios conforme lo dispone el art. 45 de L.C.
2.32. No cabe duda que estos actos son fulminados pro el art. 953 del CÓDIGO CIVIL con la siguiente sanción “...Los actos jurídicos que no sean conformes a esta disposición, son nulos como si no tuviesen objeto.”

2.33. El art. 161 de L.C. dispone que la quiebra se extiende...2) A toda persona controlante de la sociedad fallida, cuando ha desviado indebidamente el interés social de la controlada, sometiéndola a una dirección unificada en interés de la controlante o del grupo económico del que forma parte. A los fines de esta sección, se entiende por persona controlante a) aquella que en forma directa o por intermedio de una sociedad a su vez controlada, posee participación, por cualquier título, que otorgue los votos necesarios para formar la voluntad social...”

2.34. No me cabe duda alguna que el art. 16 primera parte debe ser interpretado en línea con el art. 17, con el art. 118, con el transcripto art. 161 de L.C. y el art. 54 de L.S.

2.35. El art. 17 declara de pleno derecho la ineficacia de los actos cumplidos en violación al art. 16, y SANTIAGO FASSI y MARCELO GEBHARDT, en “CONCURSOS Y QUIEBRAS” al comentar el art. 17 dicen que: “Los acreedores no necesitan de ninguna acción revocatoria para oponerse a la ineficacia del acto, sino que les basta pedir las medidas que restituyan el bien a la masa concursal...”.

2.36. El art. 161 a su vez al legislar sobre la extensión de la quiebra la considera procedente cuando el controlante ya sea en forma directa o “...por intermedio de una sociedad a su vez controlada, posee participación, por cualquier título, que otorgue los votos necesarios para formar la voluntad social...”.

2.37. El consorcio AIR COMET, como lo ha denominado la SEPI, obviamente forma la voluntad social de la cesatus, a través de INTERINVEST S.A. y es precisamente ese consorcio dueño de hecho y derecho de AEROLÍNEAS, el que ha realizado el pago cuestionado en este escrito recurriendo a la figura de la subrogación.

2.38. Esta cuestión tiene dos aristas, por un lado, podría admitirse que el socio que forma la voluntad social podría hacer los pagos que se le ocurra a algunos acreedores del concurso, subrogarse y luego votar favorablemente la propuesta que él mismo ha elaborado y presentado a los acreedores, dada su capacidad para formar la voluntad de la cesatus.

2.39. En ese caso, el socio controlante habría por una parte vulnerada el art. 16 al alterar la igualdad de los acreedores y por otra parte, como en el caso de autos, la importancia y el valor de los créditos pagados y en los que se subrogó le permitirían formar la mayoría necesaria prevista en el art. 45 para decidir la aprobación a lo que sería su propia propuesta de pago.

2.40. Este supuesto resulta por si sólo fulminado por el art. 953 del CÓDIGO CIVIL.

2.41. La otra consecuencia sería que en caso de quiebra ésta se le haría extensiva, es decir, se le habría permitido pagar a algunos acreedores en desmedro de otros, se le permitiría votar la propuesta como acreedor subrogante, y rechazada la propuesta y decretada la quiebra, podría ser también declarado en quiebra por aplicación del art. 161...
2.42. Como vemos ninguno de estos dos supuestos resisten el examen de la más elemental lógica jurídica.

2.43. Finalmente, la propia SEPI estableció el destino de fondos entregados al consorcio adjudicatario y en estos autos se ha acreditado que ese consorcio hizo pagos alterando la igualdad de los acreedores, y subrogándose en los respectivos derechos, de donde ahora además de formar la voluntad social de AEROLÍNEAS, formará la voluntad de los acreedores quirografarios.

2.44. Va de suyo que recurriendo al principio de no contradicción algo no puede ser y no ser al mismo tiempo.

2.45. Lo esencial, lo reitero a los señores síndicos, es que la SEPI otorgó dinero al consorcio AIR COMET para cancelar pasivos, sin especificar cuáles, y el pasivo de AEROLÍNEAS no ha disminuido, debido a la subrogación operada a favor de AIR COMET.

2.46. Aquí se plantea otra discriminación: ¿qué criterio utilizó AIR COMET para hacer los pagos a los tres bancos mencionados en este escrito, porqué no pidió la respectiva autorización, porqué no disminuyó el pasivo de AEROLÍNEAS...?
2.47. A modo de ejemplo debo decir que conforme al art. 890 del Código de Comercio Español se considera quiebra fraudulenta “...inc. 13 Haber anticipado pagos en perjuicio de los acreedores...”, a su vez se considera como cómplices de los quebrados, en el art. 893 a los “...acreedores legítimos que, en perjuicio y fraude de la masa, hicieren con el quebrado convenios particulares y secretos...” y finalmente el art. 894, los sanciona con la pérdida de cualquier derecho que tengan a la masa y a reintegrar a la masa lo que hubieren percibido, con intereses e indemnización de daños y perjuicios.

2.48. No cabe duda que el pago efectuado en violación a lo dispuesto en el art. 16 de L.C. y la inmediata subrogación constituye un acto fraudulento en perjuicio de los restantes acreedores.

2.49. Como lo señala JUAN M DOBSON en su libro “El abuso de la personalidad jurídica”, pag. 140 “No existe una noción omnicomprensiva del fraude sino que cada caso debe ser considerado conforme a sus propios hechos peculiares, por cuanto el tema del fraude implica una designación genérica y de tan diversos grados y variadas formas que los tribunales se han debido contentar con obtener unas pocas reglas generales con el fin de descubrirlo y combatirlo, y permitir que sean los hechos y circunstancias propias de cada caso, las que “calando hondo en la conciencia y entendimiento del Juez y del jurado determinen la presencia o ausencia de fraude...”.

2.50. Si bien lo expuesto era con referencia al derecho anglosajón, creo que en este escrito hemos descripto esta trama urdida diría groseramente por AIR COMET, que puso al descubierto cómo se ha desviado el destino de un dinero dado para cancelar pasivos y que fue utilizado para pagar a tres acreedores y subrogarse en sus derechos manteniendo el pasivo fraudulenta y artificialmente incólume.

2.51. Mas adelante DOBSON reseña conceptos de fraude tales como “...toda negociación injusta, todo acto positivo del que resulte una intención de engañar... las prácticas engañosas tendientes a privar o que efectivamente priven a otro de sus derechos por medio de alguna artimaña o un artificio contrario a las reglas de la honestidad común...”; en sentido genérico el fraude consiste en cualquier hecho destinado a engañar.

2.52. En el caso que nos ocupa el fraude cometido por AIR COMET parte del hecho simple que consistía en que la subrogante sabía o debía saber que no podía alterar la igualdad de los acreedores y que por otra parte el dinero recibido debía ser utilizado respetando la normativa a la que el propio accionista aceptó someterse.

2.53. El conocimiento de la falsedad de la subrogación está claramente expuesto por el reportaje mencionado al Sr. MATA cuando dice que la SEPI “...sólo ha aportado dinero al comprador para que pague pasivos de ellos…” Esto significa que AIR COMET era plenamente consciente que estaba pagando pasivos de AEROLÍNEAS, pero los considera como “...pasivos de ellos...” de la SEPI, por lo tanto, esos pagos serían legítimos, aunque se cuidó muy bien de disminuirlos del pasivo...!!!!

2.54. No cabe duda que la mala fe, el fraude y la intensión de realizarlo están plenamente plasmadas en esas declaraciones que el diario LA NACIÓN atribuyó de moto textual al Señor ANTONIO MATA 

2.55. En el caso por otra parte ha existido una suerte de relación fiduciaria o de “agency” entre el ESTADO ESPAÑOL y AIR COMET, esta relación se presenta cuando aparece una especial confianza depositada en una persona la que en equidad y conciencia está obligada a actuar de buena fe y con debido cuidado con relación a la persona que le depositó su fe. (Dobson op. cit. pag. 158).

2.56. Esta vinculación de confianza puede surgir como en el caso de autos de un contrato, pero resulta que AIR COMET S.A. está intentando obtener otras ventajas al no haber disminuido el pasivo de la cesatus en proporción al pago efectuado.

2.57. Resulta interesante y con alguna llamativa relación el caso “YACKER vs. WEINER” expuesto por DOBSON en la pag. 166.

2.58. Dobson analiza más adelante el caso de las sociedades controladas, y concretamente plantea el caso de la existencia de créditos a favor del aportante, lo que en situaciones de normalidad no acarrean problema alguno.

2.59. Ahora bien esta situación se presenta “...en el caso de la existencia de un concurso, porque admitir la existencia del crédito importa tanto como hacer recaer las consecuencias de la insolvencia sobre los acreedores, permitiendo el aportante de fondos compartir la suerte de terceros, cuando en realidad él era conocedor de la suerte de la sociedad, y dueño de sus destinos...”. En estos casos explica el autor en la pag. 220 que “...el acreedor que solicita verificación no debe ser considerado como un tercero, sino que es el mismo deudor...”.

2.60. Así llegamos al celebre caso “Taylor vs. Standard Gas and electric co”, mas conocido como “Deep Rock”, en el que la Corte de los EE.UU. resolvió que “...Standard durante todo el transcurso de la vida de la subsidiaria, condujo los asuntos de DEEP ROCK en vistas a su propio interés, en violación a lo que constituía su obligación respecto a la filial: las pruebas demostraron una historia de expoliación, malos manejos y control infiel de los asuntos sociales en detrimento de inversores públicos y en beneficio exclusivo de Standard.  En suma, que había existido un “abuso de la posición dominante” de una sociedad respecto a la otra...” En conclusión, el crédito de STANDARD fue relegado y quedó fuera del plan de reorganización. (Dobson op. Cit. Pag. 223, ver también MANOVIL op. cit. pag. 947 en adelante)

2.61. El texto transcripto parecería, cambiando los nombres, referido al consorcio AIR COMET, INTERINVEST S.A. y AEROLÍNEAS ARGENTINAS-AUSTRAL.

2.62. Este caso ha preocupado a la doctrina jurídica universal sobre el tema especialmente en aquellas situaciones “...en las que la aplicación estricta de los límites impuestos por el sistema legal lleva a notorias injusticias o a inconsecuencias con la teleología de las normas... La actitud inicial de la jurisprudencia, por fuerza, fue más conservadora. En parte, porque resultaba más cómodo atenerse a los principios formales establecidos por la ley o por el precedente, en parte porque a su cargo está resguardar otros valores que la equidad del caso concreto, entre ellos la seguridad jurídica.” (Manovil op. cit. Pag. 626).
2.63. Manovil agrega que la importancia de la percepción social de estos fenómenos “...hace que la población descrea de la justicia...”, y más adelante plantea el caso del deudor dependiente que no puede afrontar sus deudas, en el ejemplo sería AEROLÍNEAS, y el sujeto dominante, en último caso el CONSORCIO AIR COMET S.A. que por ser una persona jurídica separada no debería responder. (Manovil op. cit. pag. 627).
2.64. En la pag. 631 MANOVIL nos recuerda los proyectos existentes en el ámbito de la UNION EUROPEA para legislar el ESTATUTO PARA UNA SOCIEDAD ANÓNIMA EUROPEA y en el art. 239 inc. 1º se propone que “La empresa dominante de un grupo es responsable por todas las deudas de las sociedades dependientes del grupo”.
2.65. Viene a cuento citar el caso de la jurisprudencia norteamericana “GLENN vs WAGNER”, que se trataba de reclamos por daños sufridos por un pasajero alojado en un motel perteneciente a una cadena de moteles, que, teniendo idénticos accionistas, estaba dividida en dos sociedades, una dueña de los moteles, otra que los operaba.” (Manovil pag. 646).
2.66. Habrá que esperar en los próximos informes de los síndicos controladores el resultado del basamento de dos MD en MAD, y de un BOEING 747 afectado a trasladar pasajeros de VIAJES MARSANS de MADRID A CANARIAS el resultado de la locación o utilización de un airbus 340-200 para cubrir, por cuenta y orden de AIR PLUS, la ruta MAD PVR MAD, con regreso en ferry desde MAD hacia EZE.
2.67. El basamento de azafatas y pilotos en MAD los que sólo son utilizados por AR para realizar vuelos entre MAD y CDG y MAD LAH 
2.68. Esta operación demuestra que en definitiva es el consorcio AIR COMET S.A. quien administra, dirige y explota en su propio beneficio a AEROLÍNEAS.
3. QUÉ ES SEPI...?.
3.2. En sus propias palabras, recogidas de su página WEB; “...La Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), dependiente del Ministerio de Hacienda, desde finales de abril de 2000, tras la desaparición del Ministerio de Industria y Energía, es accionista de empresas industriales y de servicios y tiene como ente adscrito a RTVE. Su objetivo principal es conseguir para las mismas su fortalecimiento y viabilidad futura, asegurándoles un enfoque estratégico que les permita afrontar de manera eficiente los factores críticos de competitividad del siglo XXI y tener la capacidad frente al desafío derivado de la globalización y la continua innovación tecnológica. SEPI mantiene el control y seguimiento de sus empresas y entes, impulsando grupos empresariales sólidos...”, para ello, “...Apoyando el desarrollo de proyectos empresariales. Exigiendo una gestión orientada a la rentabilidad. Primando proyectos empresariales de futuro que garanticen el empleo. Incorporando nuevos accionistas con capacidad financiera, que aporten mayor eficiencia y ventaja de carácter industrial, comercial y tecnológico...”

3.3. A su vez “...SEPI, sus empresas y ente adscrito (RTVE), están sometidas a mecanismos generales de control parlamentario, como son las comparecencias de altos cargos e iniciativas parlamentarias, así como a la Subcomisión de Privatizaciones del Congreso, encargada de analizar los procesos de privatización desarrollados en cada legislatura. Así mismo, también están sometidas al control de la Intervención General de la Administración del Estado y del Tribunal de Cuentas. ...”
3.4. El plan de MODERNIZACIÓN de la SEPI y bajo cuyos lineamientos se realizó la privatización de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A., establece:

“Según la Propuesta conjunta del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda y del Ministro de Industria y Energía, el Consejo de Ministros, en su reunión del día Acuerdo 

PRIMERO  El presente Acuerdo tiene como objetivo fijar las Bases del Programa de Modernización del Sector Público Empresarial del Estado que permitan el fortalecimiento de la economía de mercado, la reforma y modernización del sector público, así como la liberalización, el aumento de la eficiencia y competitividad global de la economía y la creación de empleo. Este proceso se realizará de tal manera que garantice los intereses económicos generales, así como los intereses de accionistas y terceros.

 SEGUNDO A la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales le corresponde en los términos establecidos por su normativa específica, las siguientes funciones: La tenencia, administración, adquisición y enajenación de acciones y participaciones sociales en entidades mercantiles. La realización de todo tipo de operaciones financieras pasivas. La realización respecto de las sociedades participadas directa o indirectamente, de todo tipo de operaciones financieras activas y pasivas. La fijación de criterios para una gestión de sus acciones y participaciones, correspondiendo la gestión ordinaria de las sociedades participadas a sus propios órganos de administración. La amortización de la deuda generada por el Instituto Nacional de Industria. 

TERCERO Se autoriza el cambio de denominación social de "Sociedad Estatal de Patrimonio I, S.A." por la de "Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales, S.A." así como la modificación de sus estatutos, de su objeto social y de la estructura de su órgano de administración, en los términos expresados en los puntos siguientes. La "Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales S.A." tendrá como objeto social, en relación con las sociedades participadas por la Dirección General del Patrimonio del Estado: La tenencia, administración, adquisición y enajenación total o parcial de las acciones o participaciones de las sociedades que, previo acuerdo del Gobierno o de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, reciba por cualquier título del Estado español, Dirección General del Patrimonio del Estado. La realización y encargo de estudios, análisis y operaciones anteriores, complementarias o derivadas, que resulten necesarias o convenientes para llevar a cabo las enajenaciones. La "Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales, S.A." dispondrá de un Consejo de administración formado por un máximo de siete Consejeros, uno de los cuales será el Director General del Patrimonio del Estado, que será designado Presidente. La "Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales, S.A." se regulará por el ordenamiento jurídico privado, sin perjuicio de las materias en las que le sea de aplicación el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria y lo previsto en el apartado presente. Se autoriza al Director General del patrimonio del Estado a efectuar las operaciones societarias necesarias para que la "Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales, S.A." absorba a la "Sociedad Estatal de Patrimonio II, S.A.", cuya creación autorizó el Acuerdo de Consejo de Ministros de 5 de febrero de 1993, subrogándose la "Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales, S.A." en todos los derechos y obligaciones de la sociedad absorbida.

 CUARTO Al objetivo de simplificar y racionalizar la estructura del sector público industrial y facilitar el proceso de modernización y privatización, se autoriza la disolución de la Sociedad Mercantil "TENEO, S.A." mediante la cesión global de sus activos y pasivos a su único accionista, La Sociedad Estatal de Participaciones Industriales, a cuyo fin se adoptarán los oportunos acuerdos y medidas de ejecución por los órganos sociales competentes.

 QUINTO A los efectos de este Acuerdo, se entiende por privatización la transferencia total o parcial de la propiedad de empresas, participaciones en el capital de sociedades, acciones, activos o unidades de negocio y, en todo caso, cuando la misma suponga para el sector público estatal la pérdida de influencia decisiva en la empresa de que se trate.

 SEXTO Bajo el impulso, dirección y control del Gobierno y de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, los Agentes Gestores del proceso de privatizaciones actuarán de acuerdo con los siguientes principios: Publicidad, transparencia y concurrencia Eficiencia y economía Separación de la propiedad y la gestión de las empresas Corrección de los desequilibrios presupuestarios Salvaguardia y defensa de los intereses patrimoniales del Estado Protección de los intereses de accionistas y terceros Continuidad del proyecto empresarial de las empresas privatizadas Aumento de la competencia. Extensión de los mercados de capitales y ampliación de la base accionarial de las empresas. Sometimiento a control de todas las operaciones. El proceso de privatizaciones tendrá vocación de globalidad y, en las empresas sujetas a actuaciones de reestructuración o reconversión, será tendencial y se intentará disminuir su dependencia estructural de las ayudas públicas, mediante la formulación y ejecución de planes de saneamiento dentro del marco de la normativa comunitaria, teniendo siempre en cuenta las implicaciones y costes económicos, sociales y sobre el empleo que hayan de implicar tales medidas. En toda operación de privatización de una empresa, sus participaciones o sus activos, se solicitará informe o informes externos que indiquen la valoración estimada de aquellas, el método o métodos seguidos para obtenerla, así como, en su caso, las variables determinantes de la misma. La maximización de ingresos para el Estado no será el único criterio a tener en cuenta para la privatización, sino que se atenderá también a las circunstancias económicas y sociales relevantes en cada acaso.

 SEPTIMO Los Agentes Gestores del proceso de privatización serán: La Sociedad estatal de participaciones Industriales La Sociedad Estatal de Participaciones Patrimoniales La Agencia Industrial del Estado 

OCTAVO
1. Los Agentes Gestores formularán, tras los análisis, estudios y diseños operativos necesarios en cada supuesto, las propuestas concretas de privatización, respetando los principios establecidos en el presente Acuerdo y las directrices o planes emanados del Gobierno o de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. En la propuesta que formulen los Agentes Gestores se hará, en su caso, referencia a los siguientes extremos: Procedimiento de privatización que se considera más adecuado Eventual concesión de incentivos a determinados grupos sociales o categorías de inversores; descuentos sobre el precio de referencia; aplazamiento en el pago de las acciones; entrega de acciones ligada la fidelidad en la tenencia; cobertura del riesgo de descenso de la cotización; garantía de una determinada revalorización; u otros de análoga naturaleza. Reserva de determinados porcentajes para empleados u otros grupos o colectivos especialmente vinculados con la sociedad privatizada. Tratamiento diferencial a inversores institucionales en casos especiales Posible venta por razones debidamente justificadas, de parte o toda una operación entre accionistas que asuman compromisos preestablecidos de permanencia y de garantía de gestión de la compañía Autorización a los Agentes Gestores a realizar operaciones de cobertura del riesgo asumido en la concesión de incentivos. Los Agentes Gestores solicitarán al Consejo Consultivo de Privatizaciones, a que se refiere el apartado siguiente del presente Acuerdo, informe sobre las propuestas concretas de privatización y, una vez evacuado este, elevarán la propuesta y el informe al Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda o al Ministro de Industria y Energía, según el ámbito de sus respectivas competencias.

2. El Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda o el Ministro de Industria y Energía, someterán, si así se considera procedente, la propuesta del Agente Gestor junto con el informe del Consejo Consultivo de Privatizaciones a la Comisión delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, para su posterior aprobación definitiva por el Consejo de Ministros.

 NOVENO Se crea el Consejo Consultivo de Privatizaciones con las funciones, composición y régimen de funcionamiento que se describen a continuación: Funciones: El Consejo Consultivo informará sobre todas las operaciones concretas de privatización que los Agentes Gestores deben someter a su consideración y al objeto de que por el mismo se dictamine, en un plazo máximo de quince días naturales, si el proceso de privatización y la propuesta concreta de venta se acomoda a los principios de publicidad, transparencia y libre concurrencia. El Consejo Consultivo informará sobre cuantas cuestiones le sean planteadas por el Gobierno, La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos o los Agentes Gestores durante el desarrollo del proceso de privatizaciones. Composición: El Consejo Consultivo de Privatizaciones estará compuesto por su presidente y un máximo de ocho Vocales, nombrados todos ellos por Acuerdo conjunto del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda y del Ministro de Industria y Energía, entre personas de reconocido prestigio. Régimen de funcionamiento: El Consejo Consultivo aprobará sus propias reglas de régimen interior, adoptándose sus acuerdos por mayoría. Se reunirá previa convocatoria de su Presidente, a iniciativa propia, a solicitud de al menos dos Vocales del mismo o a solicitud de los Agentes Gestores. Podrán asistir a las reuniones del Consejo, con voz pero sin voto, representantes de los Agentes gestores y cualesquiera otras personas cuya asistencia el Presidente del Consejo Consultivo considere conveniente. 

DECIMO Sin perjuicio de la función fiscalizadora del Tribunal de Cuentas, antes de transcurridos tres meses del cierre de cada operación, la Intervención General de la Administración del estado elevará al Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y hacienda o al Ministro de Industria y Energía, según sus respectivas competencias, un informe de auditoría sobre el desarrollo de la operación. La Intervención General de la Administración del Estado remitirá borrador de informe de auditoría para alegaciones al correspondiente Agente Gestor, y una vez formuladas éstas remitirá el informe de auditoria al Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda o al Ministro de Industria y Energía, según sus respectivas competencias. Asimismo, el informe de auditoría será remitido por el Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda o por el Ministro de Industria y Energía, según sus respectivas competencias, al Consejo Consultivo de Privatizaciones.

 UNDECIMO Los ingresos que, provenientes de las privatizaciones, se integren en el Presupuesto de Ingresos del Estado, no podrán ser destinados a atender gastos u obligaciones corrientes de las Administraciones Públicas, destinándose preferentemente a la corrección de los desequilibrios presupuestarios y a la financiación de inversiones. La Ley de presupuestos del Estado para 1997 contemplará los mecanismos financieros que sean necesarios para tal afectación.

El objetivo central de la política económica del Gobierno es sentar las bases que faciliten un crecimiento sostenido de la economía a medio plazo. Asegurar ese crecimiento es necesario fundamentalmente por dos razones: primero, porque sólo de esta forma será posible crear empleo en la cantidad suficiente para ir absorbiendo progresivamente la amplia bolsa de paro que soporta en la actualidad nuestro país; segundo, porque el aumento de la renta es también imprescindible si queremos mantener y mejorar nuestro sistema de protección social. El mayor crecimiento económico y la consiguiente mejora del nivel de renta es lo que corrientemente se conoce como la convergencia real, pues lo que se pretende, en definitiva, es acercar el nivel de bienestar de nuestro país al que disfrutan nuestros socios europeos más avanzados. Dado el objetivo de convergencia real, las actuaciones del sector público se centran en dos ámbitos: Marco competitivo: es necesario asegurar que exista un entorno competitivo adecuado, que facilite el pleno desarrollo de las relaciones económicas entre los distintos agentes implicados. Empresas: es fundamental asegurar un funcionamiento eficiente de las empresas para que puedan alcanzar el mayor nivel de productividad posible y para que los empresarios puedan así retribuir adecuadamente a los factores productivos, en especial, al empleo. Lógicamente, las empresas públicas no pueden estar al margen de la necesidad, antes mencionada, de que las empresas en general consigan niveles elevados de productividad que garanticen su viabilidad en un entorno cada vez más competitivo. A priori, nada prejuzga el mantenimiento de dichas empresas bajo titularidad pública impida alcanzar tales objetivos. En la práctica, sin embargo, existen razones de peso que aconsejan el traspaso de aquéllas a manos privadas: Necesidad de cada vez mayores recursos: la progresiva apertura de nuestra economía hace que las empresas españolas deban moverse en un entorno cada vez más exigente, lo que se traduce en requisitos cada vez mayores, en términos de capital, tecnología, redes comerciales o mejoras en las formas de organización. Cambios en el marco legal: deben tenerse en cuenta, además las restricciones derivadas del marco regulador europeo, que impone crecientes limitaciones en lo que respecta a la capacidad de los Estados Miembros para intervenir y tutelar empresas públicas en aras de garantizar la competencia libre y leal entre los agentes privados. A pesar de que en los últimos años se han ido adoptando medidas aisladas para racionalizar la estructura del sector público empresarial del Estado y, por otro lado, se han llevado a cabo actuaciones de desinversión parcial, en ningún caso respondieron a una estrategia estructurada que fijase con claridad cuáles eran los objetivos últimos perseguidos, ni tampoco se basaron en un procedimiento de ejecución suficientemente transparente que diese las necesarias garantías de control, rigor y profesionalidad a todo el proceso. Es voluntad del Gobierno profundizar en el proceso de privatizaciones, como un elemento complementario del objetivo general de política económica de liberalizar la economía española, requisito previo para corregir los desequilibrios económicos básicos de la misma, con atención especial a la creación de empleo. En efecto, la transferencia de activos empresariales al sector privado –con el consiguiente incremento del ámbito concurrencial de la economía- acompañada por correlativos procesos de desregulación y limitación de las intervenciones financieras públicas en el sector empresarial, contribuirá sin duda, a incrementar la eficiencia global y la competitividad de la economía. Igualmente, tanto directamente a través del incremento de ingresos que el tesoro experimentará como consecuencia de las enajenaciones planteadas, como indirectamente mediante la mejora de los programas de ingresos y gastos públicos que la nueva estructura del Sector Público estatal comportará, se contribuye, a través del proceso de privatizaciones, a , reducir los desequilibrios fiscales, deuda pública y déficit público, que en estos momentos separan a España de los criterios de política económica de la Unión Europea. Por ello, el Programa de Modernización del Sector Público Empresarial del Estado va más allá de un simple conjunto de operaciones de venta de empresas públicas, pues nos encontramos ante un proceso o instrumento que permita alcanzar la transformación económica y social de España, potenciando el protagonismo del sector privado en la actividad económica empresarial. El papel del Estado en el nuevo escenario económico debe consistir, primordialmente, en crear un entorno económico institucional lo más favorable posible para la competitividad de la empresa, mediante la apertura y liberalización del sistema económico y la reducción y saneamiento del sector público empresarial. El Estado, como impulsor directo de la actividad empresarial a través de la empresa pública, ha pasado a un segundo plano en el nuevo escenario económico nacional e internacional, ello como consecuencia, entre otros factores, de la globalización de los mercados, del desarrollo tecnológico que hace perder fundamento a los monopolios naturales, de las crecientes exigencias de la normativa comunitaria para las empresas públicas y, por último, la existencia en España de un sector privado capaz que debe ser apoyado e incentivado como creador de riqueza y empleo. En suma la reducción y saneamiento del sector público empresarial tiene como fin último la mejora de la eficiencia productiva y la adecuada asignación de recursos escasos, objetivos estos que contribuyen al cumplimiento de los requisitos del tratado de Maasstricht y, consecuentemente, la reducción de los niveles de deuda pública, déficit público, tipos de interés e inflación, que conducen a reforzar el ritmo de crecimiento económico y el proceso de generación y aumento de nivel de empleo. El énfasis que el Gobierno quiere poner en esta rúbrica específica de su política económica hace necesario que este importante proceso de modernización se desarrolle de acuerdo con unos principios explícitos que garanticen la transparencia y se someta a controles análogos a los que se aplican en otras economías de nuestro entorno. A través del presente Acuerdo se regulan los elementos básicos de este proceso en relación con los siguientes extremos: Determinación de los principios básicos a los que tendrán que sujetarse los agentes privatizadores en todas sus actuaciones Reserva del Consejo de Ministros y la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de las decisiones estratégicas y principales en materia de privatizaciones. Definición de los Agentes gestores del proceso y simplificación de su estructura, colegiación de sus responsabilidades y determinación de sus competencias. La coordinación entre los Agentes Gestores del proceso se conseguirá mediante la composición similar de sus órganos rectores. Creación del Consejo Consultivo de Privatizaciones. Implantación de controles, realizados por la Intervención General de la Administración del Estado, en forma de auditoría de cada proceso privatizador. INFORMACIÓN AL Parlamento de las operaciones realizadas y del contenido de las auditorías. La configuración del sector público empresarial en España ha respondido históricamente a criterios diversos que, con su acumulación en el tiempo, han acabado generando contradicciones importantes. Sin ánimo exhaustivo, cabe distinguir tres grandes etapas en esa configuración a lo largo del presente siglo. Primero, en los años diez y veinte, primo un criterio de protección frente al exterior que se plasmó, por ejemplo, en las primeras instituciones de la banca pública y del monopolio de importación y comercialización de petróleo. Más tarde, durante los años cuarenta, en un contexto de autarquía económica, se generalizó la idea de que el Sector Público debía jugar un papel principal en la industrialización del país y fue entonces cuando nació el hoy extinto INI y cuando se nacionalizaron empresas como RENFE o Iberia. Finalmente durante los años setenta y ochenta, en plena crisis económica, el Estado absorbió de forma indiscriminada empresas con serias dificultades financieras, lo que generó un crecimiento heterogéneo e irracional de la empresa pública en nuestro país. Sin entrar a discutir la bondad de las estrategias en el pasado, lo cierto es que la acumulación en el tiempo de todas esas Actuaciones ha terminado por generar una estructura del sector público empresarial en España que no responde a ningún criterio económico sólido. El Estado es así en la actualidad propietario de todo tipo de empresas, rentables y no rentables, que están en competencia directa con el sector privado y que, en algunos casos, son monopólicos.

3.5. Como los señores Síndicos podrán ponderar, la SEPI es una sociedad estatal y está sometida “... a mecanismos generales de control parlamentario, como son las comparecencias de altos cargos e iniciativas parlamentarias, así como a la Subcomisión de Privatizaciones del Congreso, encargada de analizar los procesos de privatización desarrollados en cada legislatura. Así mismo, también están sometidas al control de la Intervención General de la Administración del Estado y del Tribunal de Cuentas. ...”.

3.6. Al transcribir el “PLAN DE MODERNIZACIÓN” he puesto en negrita y subrayado ciertos límites, o mejor dicho principios, que esa sociedad debe respetar en todo proceso privatizador. Aunque parezca redundante, recordamos que AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. fue hasta el 17 de octubre pasado una sociedad anónima cuyo 85% del paquete accionario pertenecía al ESTADO ESPAÑOL, por intermedio de la SEPI.
3.7. El art. 5º de ese PLAN definía el concepto de “privatización”, en el art. 6º se disponían las pautas o principios sobre los que debía realizarse el proceso de privatización destacándose los siguientes: “PUBLICIDAD”, “TRANSPARENCIA”, “CORRECCIÓN DE LOS DESEQUILIBRIOS PRESUPUESTARIOS” y “PROTECCIÓN DE LOS INTERESES DE LOS ACCIONISTAS Y TERCEROS”.

3.8. En el caso que nos ocupa y ante los hechos denunciados en este escrito, queda claro que no se han respetado los intereses y derechos de los terceros, especialmente de los acreedores de AEROLÍNEAS, violándose además de la ley argentina, las pautas establecidas por el gobierno del Reino de España para los procesos privatizadores.

3.9. Tampoco se ha cumplido con el principio de TRANSPARENCIA, ya que según la información difundida por la propia SEPI, DOSCIENTOS CUARENTA Y OCHO MILLONES de DÓLARES serían destinados a “...cubrir necesidades operativas futuras...” de AEROLÍNEAS, en términos reales un verdadero subsidio.

3.10. Este caudal de fondos en realidad ha venido “apalancando” a la cesatus en lo que realmente constituye en principio una mala práctica comercial.

3.11. Aquí entramos en lo que la doctrina ha llamado “subcapitalización” de la sociedad.  MANOVIL en la pag. 1080 de la obra citada, dice “...el criterio básico es el que deriva de los fallos “CONTY GREEN Ltd. PARTNERSHIP” y “REMME vs. HERZOG” y que, según Fletcher, dice que  “si una corporación está organizada y lleva a cabo un negocio sin un capital substancial de tal modo que la corporación probablemente tenga activos insuficientes disponibles para atender sus deudas, es inequitativo que los accionistas puedan crear una organización tan endeble para escapar a su responsabilidad personal”, luego en la pag. 1082 concluye: “...Un elemento sin duda relevante para considerar que no hubo subcapitalización es el hecho de que la sociedad haya funcionado normalmente, generando utilidades, durante algún periodo de tiempo, mientras que, en cambio, sí debía tenerse por subcapitalizada la sociedad cuando siempre dependió de la financiación por sus socios o por el grupo a que pertenece...” No cabe duda que estos párrafos parecen escritos para AEROLÍNEAS, que en los últimos diez años ha dependido de la financiación del Estado Español. (al respecto ver la disidencia del síndico ROSANO)

3.12.  Por ello al observar el noveno informe presentado por los SÍNDICOS CONTROLADORES decíamos:

3.13. “...En efecto, la práctica generalizada de proveer a las necesidades financieras de una sociedad mediante préstamos o “mutuos” es una realidad, que se ha hecho costumbre en nuestro medio como consecuencia de la ya casi inveterada inseguridad jurídica que viene catalogando a nuestro país como “no confiable”.

3.14. “...Debo decir que esa inseguridad se origina principalmente por los cambios permanentes de legislación que impiden el normal cumplimiento de los contratos o producen su lisa y llana ruptura como está ocurriendo en este momento en nuestro país.

3.15. “...Estos hechos son los que fomentan estas prácticas que hacen que las sociedades aparezcan endeudadas con sus socios y esos pasivos a su vez penalicen sus resultados, y paradójicamente generen ante los terceros la ilusión de vitalidad y poderío económico. Por ello, el derecho desde el famoso caso del “deep rock” ha elaborado soluciones jurisprudenciales para proteger a los acreedores genuinos de los que había abusado la sociedad madre o controlante o sus propios accionistas.
3.16. “...Una vez más insisto en el confuso manejo por el cual AEROLÍNEAS, en el momento de su privatización, aparece adquiriendo la U.O.A., para cuyo fin el llamado “grupo adjudicatario” endeudó a la misma, cuando en realidad esa compra debió haber sido hecha por ese “grupo” tal como lo manifesté en mi escrito anterior.

3.17. “...Se estará repitiendo otra vez la misma historia...?

3.18. “...Por ello insisto que en este concurso, y creo que a ello apuntó la creación y la designación de la sindicatura controlante, es la de precisar si esta práctica de conceder prestamos a AEROLÍNEAS, aunque luego se capitalicen, son demostrativas o indicativas de que AEROLÍNEAS no cuenta con capital suficiente para una existencia empresaria independiente, o dicho en otras palabras esos préstamos son sustitutos del capital propio, con la sola finalidad de mantener una apariencia en pie, vaya uno a saber por cuánto tiempo.

3.19. “...La sindicatura también señala un “Déficit operativo de acuerdo al Estado Contable provisorio no auditado al 31/12/01, que se adjunta al presente informe surge que el resultado negativo acumulado anual (01/01/01 al 31/12/01) asciende a $ 378.618.566...”
3.20. “...Si bien es necesario tener en cuenta que durante gran parte del año 2001 AEROLÍNEAS estuvo virtualmente paralizada, lo cierto es que la SINDICATURA CONTROLANTE ha denunciado en autos déficit operativos de magnitud durante los meses de diciembre y enero.

3.21. Es necesario resaltar que INTERINVEST ha debido aportar hasta junio según surge de los informes presentados por los SÍNDICOS CONTROLADORES casi SESENTA Y CINCO MILLONES DE DÓLARES para satisfacer necesidades financieras de la cesatus, ello sin perjuicio de las perdidas operativas que se vienen produciendo mes a mes.

3.22. MANOVIL transcribe la opinión de Cabanellas en la pag. 1083 “...si los aportes son manifiestamente insuficientes para lograr los propósitos productivos aparentemente perseguidos por sus socios, faltaría uno de los elementos sustanciales de la sociedad, y con ello el fundamento para el reconocimiento de la personalidad...”. 

3.23. Finalmente, en la pag. 1084 MANOVIL afirma que “...de ello deriva que puede aceptarse que la utilización por los particulares de tipos con exclusión de responsabilidad de todos los socios por el pasivo social, presupone como condición el deber de los socios de crear y mantener un patrimonio social apto para emprender las actividades sociales concretamente abordadas: de lo contrario no tendría justificación la normativa sobre la constitución patrimonial de esos tipos. No debería, entonces, faltar justificación en normas positivas para fundar la posibilidad de corregir los perjuicios causados por la subcapitalización de la sociedad en caso de insolvencia de la misma”

3.24. Estos aportes, a los que hacia referencia en 3.21 han tenido por otra parte, un efecto devastador en el medio aeronáutico local, equiparable a lo que en el comercio internacional se denomina “dumping”.

3.25. En efecto, AEROLÍNEAS es una empresa de capital extranjero, que cuenta con fondos suministrados por el ESTADO ESPAÑOL, a través de la SEPI, para satisfacer necesidades operativas, con el carácter de verdaderos subsidios, que entre otros efectos y merced al desarrollo de una irracional guerra tarifaria, ha permitido aumentar la oferta, fijar las tarifas más bajas del mercado y contar con un elemento con el que no cuentan las empresas de la competencia, que es financiación gratuita a través de los subsidios otorgados por la SEPI, como ya dije.

3.26. En su acepción más pura “dumping” significa vaciar de golpe, descargar. “Comercialmente, explican FRATALOCCHI y ZUNINO, se utilizaba para definir la acción de inundar un mercado con artículos o productos a precios bajos, con la finalidad de eliminar la competencia o evitar que ésta se desarrolle...”. Hoy día en la concepción más moderna “...el dumping no alude a la existencia de exportaciones baratas, sino que atiende exclusivamente a la existencia de una discriminación espacial, de una diferencia geográfica en la fijación de precios. De este modo, la aplicación de las normas antidumping no depende de la competitividad de una empresa sino de la posibilidad de manipular sus precios entre mercados diferentes...”.

3.27. En esta cuestión estamos en el comercio de servicios, prestados en el orden local por una empresa de capitales extranjeros en su casi 92,5%, que recibe fondos “aportados” por el accionista mayoritario, provenientes de los fondos comprometidos por la SEPI para cancelar parte de los pasivos y cubrir las necesidades operativas futuras de AEROLÍNEAS.
3.28. Esos fondos, recibidos en carácter de subsidios, en vez de destinarse al pago de los pasivos tanto concursales como post-concursales, se han destinado a solventar gastos operativos que le han permitido a la cesatus incrementar su presencia en el mercado al costo de provocar perjuicios irreparables a las empresas de capital nacional.

3.29. El razonamiento es muy sencillo, si la oferta no se hubiera incrementado de modo irracional, merced a los subsidios otorgados por el gobierno español, se habría mantenido una relación entre demanda y oferta y en el nivel tarifario, lo que hubiera permitido una mejora de los ingresos en términos relativos manteniéndose la competencia entre empresas que únicamente dependieran de sus tarifas, del capital genuino dispuesto a ser aportado por sus accionistas y de la calidad de su gestión.

3.30. AEROLÍNEAS en este momento esta recibiendo subsidios y la percepción de ese subsidio ha causado un perjuicio real a la actividad económica aeronáutica nacional, ya que su conducta no es competitiva ni fruto de una mayor eficiencia productiva.

3.31. Según el último informe presentado en el incidente 83.306 por los síndicos controladores, surge que el coeficiente de ocupación de la concursada ha estado en los primeros cinco meses de este año por debajo en un 4,39% con relación a igual periodo del año anterior.

3.32. INTERINVEST S.A. lleva aportados en concepto de préstamos/aportes de capital la suma de u$s 67.337.000 en el periodo Enero/junio 2002, y sólo se ha generado una disminución de la pérdida operativa por efecto de la diferencia de cambio producida a partir de la devaluación, es decir sin responder a una mayor eficiencia ni a un mejor aprovechamiento de sus recursos. 

3.33. Tampoco cumpliría AEROLÍNEAS con lo dispuesto en el art. 105 del C. Aeronáutico en cuanto carecería de capacidad económico financiera para poder ser titular de concesiones.

3.34. En el caso que nos ocupa, la ayuda dada por el REINO DE ESPAÑA al consorcio AIR COMET para cancelar pasivos y cubrir costos de explotación, causa un grave perjuicio a las otras empresas nacionales, ya que esos fondos provenientes de un ESTADO EXTRANJERO cubren perdidas operativas de AEROLÍNEAS, y por otra parte se ven negativamente afectados servicios prestados por las otras empresas nacionales que acumulan importantes perdidas como consecuencia directa de los subsidios recibidos por AEROLÍNEAS.

3.35. Resulta obvio conforme lo veremos a continuación, que la ARGENTINA, en realidad a través de AEROLÍNEAS, está importando servicios de cabotaje e internacionales de transporte aéreo en condiciones económicas que causan grave daño al país, ya que las empresas nacionales no gozan de ningún tipo de subsidio.

3.36. Paradójicamente, del mismo modo que los subsidios otorgados por la UNION EUROPEA y los EE.UU. a la producción agraria causan perjuicios obvios a los productores de los países que integraban el grupo CAIRNS, o a los que no reciben ningún tipo de ayuda, el REINO DE ESPAÑA está subsidiando servicios de transporte aéreo brindados en la ARGENTINA y desde la ARGENTINA por AEROLÍNEAS ARGENTINAS en perjuicio de las empresas auténticamente nacionales y constituidas de acuerdo al código aeronáutico.

3.37. La insuficiente capitalización implica violar la buena fe, principio ínsito en toda relación jurídica, art. 1198 del código civil, así como frustrar derechos de terceros, en este caos los acreedores de este concurso.

3.38. Como conclusión cabe afirmar que AEROLÍNEAS está recibiendo subsidios por parte de un ESTADO EXTRANJERO, con lo cual se está violando uno de los objetivos fijados en el artículo UNDÉCIMO del PLAN DE MODERNIZACION antes transcripto en cuanto al “MARCO COMPETITIVO”: “Es necesario asegurar que exista un entorno competitivo adecuado, que facilite el pleno desarrollo de las relaciones económicas entre los distintos agentes implicados...” 

3.39. Más adelante se enumeran las restricciones impuestas dentro del ámbito de la UNION EUROPEA a los ESTADOS consistentes en “...crecientes limitaciones en lo que respecta a la capacidad de los Estados Miembros para intervenir y tutelar empresa pública en aras de garantizar la competencia libre y leal entre los agentes privados...”. Esas limitaciones obviamente no rigen parta nuestro país, donde los subsidios entregados al CONSORCIO AIR COMET, han virtualmente destruido a las empresas similares de capital nacional como ya lo hemos dicho; por tal razón en el presente escrito he hecho referencia a esta suerte de dumping practicado por el consorcio AIR COMET en perjuicio de la actividad económica nacional.

3.40. Tampoco se debe olvidar que cuando se inició este proceso la SOCIEDAD ESTATAL DE PARTICIPACIONES INDUSTRIALES, dependiente del MINISTERIO DE HACIENDA DEL REINO DE ESPAÑA, y por tanto órgano directo del gobierno español, era el accionista mayoritario de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. y por sí solo formaba la voluntad social de AEROLÍNEAS.

3.41. Al inicio del concurso la SEPI poseía el 91,2% del paquete accionario de AEROLÍNEAS, a través de INTERINVEST S.A. 

3.42. El art. 2 de L.C. si bien ha previsto “...que pueden ser declaradas en concurso las personas de existencia...ideal de derecho privado y aquellas en las que el ESTADO NACIONAL, provincial o municipal sea parte, cualquiera sea el porcentaje en su participación...”, nada dice respecto a las sociedades cuyo capital mayoritario y poder de decisión pertenece a un estado extranjero. 

3.43. Es decir, siempre quedará una duda sobre la legitimidad de este concurso, ya que no se podría argüir que la mínima participación del Estado ARGENTINO, que ha renunciado a la “golden share”, allá por el año 1994, es razón suficiente para justificar su apertura ya que no tiene influencia alguna en la formación de la voluntad social de AEROLÍNEAS.

3.44. El Estado Argentino, no tiene el más mínimo poder de decisión en el órgano administrador, ya que cuenta con un solo director y el 5% de participación accionaria.  Vale la pena señalar que asimismo el PROGRAMA DE PARTICIPACIÓN PARTICIPADA ha quedado licuado a menos del 3% de participación accionaria y cuenta también con un solo director carente de toda influencia en las decisiones del órgano administrador

3.45. Queda también la cuestión del decreto 52/94. Esta norma actualmente suspendida dice: “Artículo 1°.- Aclárase que la previsión del artículo 99 inciso 4 del Código Aeronáutico, que dispone que en las sociedades comerciales de capitales que realicen la explotación de servicios de transporte aéreo interno, la mayoría de las acciones, a la cual corresponda la mayoría de votos computables, deberán ser nominales y pertenecer en propiedad a argentinos con domicilio real en la República Argentina, comprende a las personas físicas y jurídicas argentinas, con domicilio real en la República. 

Art. 2°.- La aclaración efectuada en el artículo precedente se aplica al servicio de transporte aéreo internacional, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 128 del Código Aeronáutico. 

Art. 3°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — MENEM.— Domingo F. Cavallo.

(Nota Infoleg: Por art. 1° del Decreto N°. 204/2000, B.O. 7/3/2000 se suspende la aplicación del presente decreto por el término de 180 días hábiles administrativos contados a partir del 8/3/2000.

Por Art. 1° del Decreto N° 1113/2000, B.O. 1/12/2000 se prorrogó la suspensión en la aplicación del presente decreto, por el término de 365 días hábiles administrativos a contar desde la fecha de vencimiento del plazo que determinó el Decreto N° 204/2000.)

3.46. Este decreto está suspendido y la transferencia de la SEPI al GRUPO AIR COMET (AIR PLUS, SPANAIR y MARSANS), colisiona con lo dispuesto en los arts. 99 y 128 del C. Aeronáutico, ya que no se cumpliría con lo dispuesto en el inc.4 del primero de los artículos.

3.47. Lo reitero, la mayoría de las acciones que corresponda a la mayoría de votos computables deben ser nominales y pertenecer en propiedad a argentinos con domicilio real en la República.

3.48. Esta norma es cumplida por las otras empresas nacionales que desarrollan la actividad del transporte aéreo de pasajeros, pero curiosamente AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. parecería estar eximida del cumplimiento de esta norma, ya que los accionistas de INTERINVEST S.A. sociedad propietaria del 91.5% del capital accionario de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. están no sólo domiciliados en el exterior, sino que se trata de sociedades constituidas en un país extranjero.

3.49. Seguramente estas cuestiones deberán ser tratadas en la oportunidad del art. 51, pero estimo que la sindicatura también debe ponerlas a consideración de la Jueza a la brevedad.
3.50. Creo que no queda duda alguna que estas situaciones deberán se remediadas para garantizar no sólo la seguridad jurídica sino también el derecho de todos los involucrados en este concurso.

4. PRUEBA.

Que ofrezco la siguiente prueba.

4.1. CONFESIONAL: será citado el presidente del directorio de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. Dr. HORACIO PEDRO FARGOSI, para absolver posiciones a tenor del pliego adjunto.

4.2. TESTIMONIAL: Serán citados a prestar declaración testimonial:

4.2.1. ANTONIO MATA RAMAYO, español, mayor de edad, con domicilio en la calle BOUCHARD 547 piso 9º, Capital Federal.

4.3. INFORMATIVA.

4.3.1. Se librará oficio a la INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA, para que se sirva informar:

a) si INTERINVEST S.A. está inscripta en esa INSPECCIÓN, en caso afirmativo:

b) Nómina de los últimos directorios desde el año 1997 a la fecha, indicando nombre y apellido y domicilio de cada director.

c) Nómina de los accionistas por igual periodo, domicilio legal y en el caso que se tratare de Sociedades, Registro en el que han sido inscriptas, ya sea del país o del exterior

d) Acompañará los balances correspondientes a los ejercicios 1997 a la fecha.

e) Acompañará copia de las actas que documenten la realización de ASAMBLEAS ORDINARIAS O EXTRAORDINARIAS desde 1997 a la fecha.

4.3.2 Se solicitará igual información con relación a AIR PLUS ARGENTINA S.A. o AIRPLUS S.A. 
4.3.3 Se librará oficio al diario “LA NACIÓN” con domicilio en la calle BOUCHARD 557 Capital, para que se sirva informar si el reportaje efectuado al Señor ANTONIO MATA, PRESIDENTE DEL COMITÉ EJECUTIVO DE AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A., y publicado en la pag. 7 del suplemento Económico del día 2 de junio de 2002, es auténtico y si las respuesta dadas a las preguntas formuladas corresponden a expresiones textuales del entrevistado.

4.3.4 Se librará oficio a la SOCIEDAD ESTATAL DE PARTICIPACIONES INDUSTRIALES con domicilio en la calle VELAZQUEZ 134, 28006 MADRID, España, para que se sirva informar:

a) Si el documento ofrecido como prueba documental y que se adjunta, corresponde a información oficial suministrada por esa sociedad;

b) Remitirá copia del PLAN DE MODERNIZACIÓN DE LA SEPI.

c) Sumas de dinero aportadas al CONSORCIO AIR COMET, destinadas a cancelar pasivos de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A.

d) Sumas de dinero aportadas a AIR COMET destinadas a cubrir necesidades operativas de AEROLÍNEAS ARGENTINAS
e) Informará sobre la integración del consorcio AIR COMET, sociedades que lo integran, y su inscripción en el REGISTRO MERCANTIL.

f) Remitirá copia autenticada del contrato por el cual fueron transferidas las acciones de INTERINVEST S.A. al grupo AIR COMET S.A..

g) Si esa sociedad aprobó expresamente la presentación en concurso preventivo de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A.

4.3.4. Se oficiará al REGISTRO MERCANTIL del REINO DE ESPAÑA, con domicilio en el PASEO DE LA CASTELLANA Nº 44, 28046 MADRID ESPAÑA, para que se sirva suministrar con relación SPANAIR S.A., AIRPLUS S.A y VIAJES MARSANS S.A. o MARSANS S.A. y AIR COMET S.A., las siguientes informaciones:

a)
Fecha de inscripción en ese registro

b) 
Nómina de los directores delegados y administradores desde los años 1997 a la fecha. Se informará altas y ceses.

c) Informará sobre los capitales inscriptos, aumentos o reducciones durante los años 1997 a la fecha.

d) Nómina de accionistas de cada una de las sociedades desde 1997 a la fecha.

Dejo constancia que AIR COMET S.A. está inscripta en el tomo 11746, Libro 120, Sección 8 hoja Nº M-184404, inscripción 1º.y su domicilio real sería BAHIA DE POLLENSA 23 MADRID ESPAÑA.

4.3.5. SE OFICIARÁ AL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA del REINO DE ESPAÑA, para que se sirva informar:

a) Sumas de dinero aportadas por el Estado ESPAÑOL o la SOCIEDAD ESTATAL DE PARTICIPACIONES INDUSTRIALES SEPI, al grupo o consorcio AIR COMET S.A., como consecuencia de la transferencia de acciones de INTERINVEST S.A.

b) Sumas de dinero aportadas al mismo consorcio o grupo, para cubrir necesidades operativas de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A.

4.3.6. Se oficiará al señor Presidente del PARLAMENTO ESPAÑOL para que se sirva informar:

a) si fue informado sobre la transferencia al consorcio AIR COMET del total de paquete accionario de la sociedad con domicilio en la REPÚBLICA ARGENTINA denominada INTERINVEST S.A.

b) Si fue informado del monto de dinero aportado por el Estado ESPAÑOL o la SEPI al consorcio adjudicatario con la finalidad de cancelar parcialmente los pasivos de AEROLÍNEAS ARGENTINAS S.A. y para cubrir necesidades operativas

4.4. 
 ART. 33 L.C. La información solicitada a partir de 4.3.3. se pedirá mediante exhorto diplomático que deberá ser librado por la Juez interviniente en el concurso de AEROLÍNEAS ARGENTINAS, con pedido de trámite urgente.

Pido a los señores síndicos que para la investigación de la presente hagan uso de las facultades que le otorgan el art. 33 y en su caso se requieran al juez interviniente las medidas pertinentes.

4.4. DOCUMENTAL. Adjunto acta notarial que certifica la autenticidad de dos documentos bajados de la página WEB de la SOCIEDAD ESTATAL DE PARTICIPACIONES INDUSTRIALES de fecha 23 de mayo de 2002 y 14 de junio de 2002.

5. PETITORIO.

Pido a los Señores Síndicos:

Que teniendo en cuenta que a fs. 30134, la JUEZ interviniente ante la denuncia efectuada por el suscripto por expresiones del PRESIDENTE DEL COMITÉ EJECUTIVO de la concursada, dispuso: “Buenos Aires, 5 de junio de 2002....Ello sin perjuicio de canalizar su eventual denuncia ante la sindicatura. ASI SE RESUELVE. NORMA DI NOTO Juez., corresponde:

5.1. Se tenga presente los hechos denunciados, se proceda a la investigación respectiva, se produzca la prueba, más la que se considere procedente.

5.2. Oportunamente se pida a la JUEZ, que no se compute a los fines del art. 45 el voto que pudiera efectuar AIR COMET, y se reduzca el pasivo de AEROLÍNEAS en la proporción correspondiente a esos créditos.

5.3. En caso de QUIEBRA se reclame la ineficacia de los pagos denunciados en los términos de los arts. 118 y 119 de L.C.

5.4. Se promuevan las acciones pertinentes teniendo en cuenta que la suspensión del decreto 52/94, ha excluido del art. 99 inc. 4 del C. Aeronáutico a AEROLÍNEAS ARGENTINAS como sociedad hábil para prestar servicios de transporte aéreo interno e internacional (art. 98 y 128 del C. Aeronáutico)

5.5. Se tenga presente que el art. 2 de L.C. no tiene previsto que pueda solicitar su concurso una sociedad anónima cuyo capital pertenece a la época de la presentación en un 85% a un ESTADO EXTRANJERO, lo que significaría que el ESTADO ESPAÑOL debería pagar la totalidad del pasivo con sus intereses a la fecha del efectivo pago ya que no se presume la insolvencia de un ESTADO SOBERANO. 

5.5.1. La redacción  de dicho art. 2 de L.C. estaba vigente a la época que el ESTADO ESPAÑOL asumió el control total de la cesatus a través de la SEPI. Antes de la reforma el art. 2 de la ley 19.551 solo había previsto que podían solicitar su concurso además de las personas de existencia visible, “...las de existencia ideal de carácter privado...”.

5.5.2. Bajo ese régimen no podían ser declaradas en quiebra las sociedades de economía mixta, lo mismo que la sociedad anónima con participación estatal mayoritaria.(art. 314 de la ley 19.550, antes de su derogación por la ley 24.522)

5.5.3. La reforma producida en agosto de 1995, le dio una nueva redacción al art. 2,  y expresamente se dispuso que pueden solicitar su concurso las personas de existencia ideal “...de carácter privado y aquellas sociedades en las que Estado nacional, provincial o municipal sea parte, cualquiera sea el porcentaje de su participación...”; ahora bien, nada se dice de la sociedad cuya participación mayoritaria pertenece a un estado extranjero, de donde cabe presumir que ese tipo de sociedades no puede solicitar su concurso ni ser declarado en quiebra.

5.5.4. Menos podría alegarse que la pequeña participación en esa época del 10% del capital por parte del ESTADO ARGENTINO, habilitaba la aplicación de esa norma, ya que el ESTADO NACIONAL carecía de toda posibilidad de formar la voluntad mayoritaria de la cesatus o influir en el directorio, por lo menos a partir de la renuncia a la “golden share”.

5.6. PIDO SE PETICIONE MEDIDA CAUTELAR. SOLICITO SE PIDA HABILITACIÓN DE DIA Y HORA INHÁBIL.

5.6.1. Que vengo a pedir a la SINDICATURA que con habilitación de día y hora solicite el dictado de una medida cautelar que impida ejercer su derecho de voto al consorcio AIR COMET hasta tanto se resuelva la incidencia con relación a la subrogación operada.

5.6.2. Que solicito la habilitación de día y hora atento que el próximo 13 de septiembre vence el periodo de exclusividad.

5.6.3. Para la medida cautelar estimo que en el curso del escrito se acreditó la verosimilitud del derecho que justifica el dictado de esa cautelar, el peligro de la demora y la inexistencia de otro medio procesal apto para impedir que AIR COMET vote la propuesta.

5.6.4. El fundamento legal surge de lo dispuesto en el art. 45 inc c) Segundo párrafo, al respecto MANOVIL en la op cit. Pag. 1076 dice “...Pero estimo que el sentido de la disposición impone tener por criterio general de la ley que el o los sujetos controlantes no votan el acuerdo cualquiera sea el fundamento o las características del control.  Es decir, a mi juicio, se incluyen todos los casos de control previstos en el art. 33 de la ley societaria, y no solamente los de control participativo definidos, por ejemplo, en el art. 161, inc.2 de L.C.Q.  Por el mismo motivo, parece apropiado extender la limitación a los supuestos en que la voluntad del acreedor es dominada por el controlante, o sea, los casos de acreedores que forman parte del mismo grupo, o son controlados por el mismo controlante de la concursada...”.

Pido a los Señores Síndicos se provea de conformidad a todo lo solicitado.

LUIS ALEJANDRO RIZZI

Abogado Tº 5 Fº 277

